Informe de gestión de la señora Procuradora para la Defensa de los Humanos, Licda. Raquel Caballero de Guevara, Período 23 de septiembre 2016 al 22 de mayo de 2017

En mi calidad de titular de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos presento el trabajo desarrollado en los primeros ocho meses de mi gestión atendiendo a la política de transparencia adoptada con el afán de mantener informada a la población del quehacer institucional y de las líneas estratégicas establecidas   para cumplir con el mandato que me ha sido conferido.

La ocasión se presenta oportuna para precisar que la PDDH es un órgano que constituye la piedra angular del sistema nacional de protección de los derechos humanos, cuya atribución esencial de vigilar la actuación u omisión pública frente a las personas vincula el cumplimiento íntegro y efectivo de las obligaciones contenidas en las normas internacionales y la garantía progresiva de los derechos humanos. 

En ese sentido, recientemente he señalado mi enorme preocupación por la disminución de los fondos públicos destinados al presupuesto de la PDDH, medida sumamente lesivas para el funcionamiento institucional, especialmente cuando ha sido ampliamente conocido que, en toda su historia, la Procuraduría nunca ha recibido un presupuesto que corresponda con el amplio mandato constitucional y legal que le ha sido otorgado y        constituye un manifiesto incumplimiento de las recomendaciones que distintos organismos y mecanismos de las Naciones Unidas han realizado al Estado salvadoreño desde hace varios años, referido al incremento presupuestario de la institución.

Pese a tales inconvenientes, desde el inicio de mi gestión señalé mi compromiso por brindar una respuesta efectiva y oportuna a las víctimas de violaciones a derechos humanos, promoviendo un enfoque institucional integrado, en paralelo con la mayor calidad y calidez en los servicios de protección y promoción de derechos humanos que prestamos.

Bajo esa premisa, instruí la consolidación del mecanismo de asistencia a víctimas, relativo a las acciones inmediatas, el cual permite una respuesta oportuna en aquellos casos que por sus características pueden ser   resueltos a través de procedimientos alternos (buenos oficios, mediaciones, verificaciones). Este mecanismo ha significado la realización de 2,801 acciones cuya tramitación se traduce en el cese de una violación a derechos humanos, la prevención de la misma o la restitución de un derecho vulnerado.

Al mismo tiempo, me place informar sobre el aumento en la emisión de pronunciamientos institucionales, situación que ha sido posible a través de la delegación de firmas que formalizan el ejercicio de los mecanismos de protección y que ha generado los siguientes resultados a nivel nacional: 7,380 orientaciones; 1,292 denuncias admitidas;  966 oficios resolutivos; 496 resoluciones iniciales; 2,166 resoluciones finales; 9  medidas cautelares, 47  posicionamientos y comunicados, entre otros.  
En general, los derechos humanos mayormente denunciados durante el periodo fueron: integridad personal con una frecuencia de 272 veces; seguridad personal con 176; derecho a la intimidad con 154 y derecho al trabajo con 128. Además entre las instituciones mayormente denunciadas se encuentran: la Policía Nacional Civil que continúa siendo la más señalada en 886 ocasiones; seguida por la Fuerza Armada con 99 y el Ministerio de Salud con 49 señalamientos,  entre otras.

Aunado a lo anterior, también debo informar sobre el incremento en el nivel de respuesta de las autoridades que han sido recomendadas en los pronunciamientos institucionales, lo cual tiene una trascendencia especial, dado que la PDDH es un mecanismo nacional de promoción y protección de derechos humanos de orden constitucional, cuya misión primordial es contribuir al reconocimiento de la dignidad humana y desarrollar el   Estado Democrático de Derecho.

En ese marco, he mantenido una política de acercamiento con diversas instituciones estatales; otras instancias y diversas personalidades de la vida nacional, solicitando espacios o ante el requerimiento de algunas para presentar o promover la discusión sobre temas de  interés y en definitiva fortalecer el rol de incidencia de la PDDH  en torno a la adopción de políticas, planes e iniciativas, apoyando las demandas de los grupos en            condiciones de vulnerabilidad, exhortando al Estado salvadoreño en la adopción de estrategias inclusivas y la equiparación de oportunidades que reduzca las disparidades existentes, realizando llamamientos para proteger a las personas que son víctimas de discriminación, rechazo e intolerancia, y todo tipo de violencia basada en el   género y la  estigmatización por parte de la sociedad y los agentes estatales.
En ese marco, también he iniciado un trabajo estratégico y más técnicamente cualificado, innovador y sistemático en relación al apoyo psicosocial a familiares que forman parte del Banco de Datos Forenses de Migrantes no Localizados. Si bien esta labor tiene una visión a largo plazo, mediante un equipo especializado y multidisciplinario, ya se han obtenido resultados en el poco tiempo de su implementación. A partir de una atención integral, en las diversas etapas del proceso, se ha logrado que la población intervenida fortalezca sus capacidades psicosociales para el adecuado afrontamiento de su compleja situación, y mejore su salud física y mental, y su bienestar en general, las cuales son dimensiones indispensables para la plena restitución de sus derechos.

Por otro lado, he mantenido una vigilancia constante en relación a la situación de inseguridad, participando     activamente en el Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana y Convivencia y  manifestando mi total preocupación y repudio hacia la generalización de las conductas violentas y prácticas delictivas que afectan real o potencialmente los derechos de la población salvadoreña; destacando las afectaciones que surgen del               desplazamiento por motivos de violencia y pronunciándome constantemente sobre la necesaria adopción de un enfoque de seguridad ligado a la realización efectiva de los derechos humanos y la concreción de políticas públicas integrales que obliguen a la aplicación de estándares especiales de protección para las personas y los grupos en mayor condición de vulnerabilidad.

De igual manera, me he pronunciado sobre la adopción de acciones concretas para proteger a quienes prestan el servicio policial de amenazas a sus vidas e integridad y la de sus familias, por acciones provenientes de grupos delincuenciales, destacando la necesidad de brindar formación técnica, cuidado psicosocial, mejoramiento de las condiciones laborales, entre otras, garantizando los recursos institucionales y presupuestarios para tal fin.

En otro plano, he  promovido la firma, ratificación o adhesión a tratados internacionales sobre derechos humanos y consolidado espacios de diálogo y coordinación con organizaciones de la sociedad civil y grupos en condición de vulnerabilidad, además de realizar diferentes acciones de cooperación con organismos internacionales de        protección de derechos humanos, dando seguimiento a sus recomendaciones y ejerciendo la supervisión nacional de su cumplimiento.

También  desde mi mandato he contribuido al fortalecimiento del respeto y garantía de los derechos humanos mediante procesos de educación, difusión y sensibilización destinados a las víctimas, mujeres y sectores sociales en condición de vulnerabilidad, instituciones de la administración pública y sociedad en general, realizando 1022 actividades de promoción.

Asimismo, he instruido la creación y el fortalecimiento del Sistema Nacional de Promoción de Derechos Humanos, esfuerzo necesario y esencial para garantizar su respeto y realización, y que complementa las acciones de protección en el marco de una visión amplia e integradora consecuente con los nuevos desafíos, problemáticas y brechas en la materia, que actualmente enfrenta el país.

Asimismo, en  razón a la atribución de gestionar la conciliación entre las personas cuyos derechos han sido vulnerados y las autoridades públicas, realicé varias mediaciones, atendiendo mayoritariamente problemáticas relacionadas con los derechos económicos, sociales y culturales.

Como titular de esta institución nacional de derechos humanos, controladora de las actuaciones del Estado, refrendo mi deber de velar por el respeto y la garantía de los derechos humanos y en particular, dar una respuesta efectiva a las demandas de la población salvadoreña que depositan en la intervención de la Procuraduría su confianza y expectativas para la restitución de sus derechos vulnerados. 

Al mismo tiempo, mantengo mi convicción y hago un llamado a las autoridades a que impulsen de manera decidida políticas públicas que tengan como base el cumplimiento de las obligaciones que emanan de los instrumentos internacionales de derechos humanos en todos sus programas, medidas y acciones, las cuales deben asumir como un propósito ineludible para garantizar el bien común y el bienestar de la población salvadoreña.

San Salvador, 23 de mayo de 2017. 
